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Opinión

La presencia constante de los procesos de concerta-
ción y diálogo social se ha convertido a lo largo de las úl-
timas décadas en un rasgo característico de la dinámica 
de nuestro sistema de relaciones laborales. En el espacio 
que va desde la transición democrática hasta nuestros 
días, los interlocutores sociales del máximo nivel han 
estado presentes, con arreglo a una diversidad de fórmu-
las técnicas y esquemas de participación, en los procesos 
de adopción de buena parte, sino todas, las grandes las 
decisiones de política social y laboral puestas en marcha 
por los poderes públicos, por más que ello no se haya 
visto siempre seguido por la consecución de un acuer-
do. Son rasgos típicos de estos procesos, tanto su objeto, 
vinculado siempre con el diseño o la implementación de 
específi cas políticas públicas, como la presencia del Es-
tado, bien con carácter previo al inicio de las negociacio-
nes, incentivando su realización y comprometiéndose a 
asumir sus resultados, bien durante su desarrollo, como 
parte interviniente en las mismas, o bien de forma suce-
siva, a través de la implementación, recurriendo por lo 
general a instrumentos de naturaleza igualmente públi-
ca, de sus resultados. 

Los primeros años del presente siglo han sido testigos, 
sin embargo, de la emergencia de una nueva fórmula de 
diálogo y acuerdo entre los interlocutores sociales, dis-
tinta de las que estos protagonizaron al lado del Estado 
en la etapa precedente. Y que siguen protagonizando en 
la actualidad, aunque de momento con resultados más 
bien modestos. Este novedoso esquema ha estado repre-
sentado por la suscripción de sucesivos Acuerdos para la 
Negociación Colectiva (ANC), primero, y Acuerdos para 
el Empleo y la Negociación Colectiva (AENC), después, 
encaminados no ya a hacer efectiva su participación en 
los procesos de adopción de las decisiones políticas re-
lativas al mercado laboral y la protección social, sino a 
concertar entre sí los criterios con arreglo a los cuales 
las organizaciones sindicales y empresariales de nivel in-

ferior debían abordar dentro de sus respectivos ámbitos 
los procesos de negociación colectiva. 

Son varias las razones que contribuyen a explicar el 
surgimiento y posterior consolidación de este espacio de 
intercambio autónomo entre los agentes sociales. En-
tre ellas seguramente ocupa un lugar no menor, aunque 
pueda parecer contradictorio, la constante ampliación 
de los espacios de gestión de las relaciones laborales 
atribuidos de manera directa a la negociación colec-
tiva que se ha venido produciendo desde 1994, año de 
la primera de las tres grandes reformas del mercado de 
trabajo español adoptadas prescindiendo del consenso 
social. La necesidad de gobernar o al menos encauzar 
con arreglo a una lógica compartida la utilización de es-
tas novedosas funciones, facilitando la materialización 
de los correspondientes procesos de negociación, daría 
lugar en un primer momento al Acuerdo Interconfederal 
sobre Negociación Colectiva de 1997, centrado en la or-
denación de la estructura de esta, y luego a los sucesivos 
Acuerdos para la Negociación Colectiva de 2002, 2003, 
prorrogado para 2004, 2005, prorrogado para 2006, y 
2007, prorrogado para 2008. Los cuales encontrarían 
continuidad, ya bajo el telón de fondo de la crisis econó-
mica, a través de los Acuerdos para el Empleo y la Nego-
ciación Colectiva de 2010, 2011 y 2012 y de 2012, 2013 y 
2014, respectivamente.

A pesar de sus inevitables diferencias de contenido, 
por cierto no fundamentales en muchos de sus aparta-
dos, todos estos acuerdos tienen como objetivo funda-
mental el establecimiento de un conjunto de criterios 
comunes dirigidos a orientar la negociación de los con-
venios colectivos en sus ámbitos correspondientes. A los 
cuales confi eren el carácter de meras recomendaciones, 
cuya plasmación efectiva precisa en todo caso del acuer-
do de los sujetos negociadores. Progresivamente, sin 
embargo, empezarán a expresar también la afi rmación, 

El acuerdo para el empleo 
y la negociación colectiva 2015, 
2016 y 2017

«Creemos que el diálogo social y la negociación
colectiva son los métodos de trabajo más apropiados

para el buen funcionamiento del sistema de relaciones
laborales (…) y para abordar reformas, cambios y

adaptaciones en los sectores productivos y empresas»

 III AENC, Introducción



11Número 9 - Septiembre 2015 Trabajo y Derecho

Opinión

desde la esfera de autonomía de las organizaciones fi r-
mantes, de un proyecto de ordenación de las relaciones 
laborales independiente de la actuación de los poderes 
públicos y el intercambio político, basado en la promo-
ción de la autonomía colectiva como elemento vertebra-
dor del sistema de relaciones laborales y vía más ade-
cuada para la solución de sus problemas y debilidades. 
Esta evolución tendría su expresión más acabada en el 
II Acuerdo para el Empleo y la Negociación Colectiva de 
2012, a través del cual los agentes sociales, además de 
adoptar las decisiones habituales dirigidas a ordenar los 
procesos de negociación, optaron por diseñar una serie 
articulada de fórmulas fl exibles de gestión ordinaria y 
extraordinaria de las condiciones laborales, todas go-
bernadas desde la propia autonomía colectiva, dirigidas 
a favorecer, en un contexto de extrema difi cultad como 
el que atravesaba entonces la economía española, una 
mejora de la capacidad adaptativa de las empresas que 
redunde en una mayor estabilidad de los trabajadores y 
un menor recurso a los despidos, cuya inclusión en los 
convenios de los niveles inferiores se comprometieron a 
impulsar.

Con este contenido, el acuerdo de 2012 hubiera po-
dido convertirse en el punto de partida de una más que 
deseable asunción por parte de la negociación colectiva 
del protagonismo en la gestión de los procesos de adap-
tación fl exible de las condiciones laborales a las nece-
sidades variables de las empresas, capaz de relegar el 
empleo de los mecanismos legales de carácter extintivo 
a supuestos excepcionales y poco deseables. Y, lo que 
es más importante aún, de ubicación de la misma como 
instrumento central de gobierno del entero sistema de 
relaciones laborales. Para ello hubiera sido necesario, no 
obstante, que los objetivos perseguidos por este acuerdo 
se hubiesen visto reforzados por la aprobación sucesiva 
de medidas legales de acompañamiento capaces, tanto 
de facilitar la asunción por los convenios colectivos del 
rol que ahora reclamaban para sí, como de desincentivar 
el todavía mayoritario empleo de las fórmulas externas 
de fl exibilidad en detrimento de las internas.

Muy otra fue, como es sabido, la evolución de los 
acontecimientos. Una desautorización en toda regla de 
la declarada voluntad de los agentes sociales de colocar 
a la negociación colectiva en el eje de los procesos de 
gestión y adaptación al cambio de las condiciones la-
borales. Fue así como, apenas quince días después de la 
fi rma del acuerdo interconfederal antes referido, la re-
forma laboral de 2012 procedió a vaciar de contenido la 
mayor parte de las posibilidades de gestión concertada 
de la fl exibilidad interna novedosamente esbozadas por 
el mismo, así como a limitar su potencial efecto desin-
centivador sobre los despidos, a través de una calculada 

operación de reforzamiento del poder de decisión unila-
teral del empresario y paralela facilitación de las extin-
ciones contractuales. Estas medidas vinieron acompaña-
das de otras dirigidas a limitar el alcance y la efectividad 
de los procesos de negociación colectiva. E incluso a 
promover una cierta desestabilización de estos, así como 
del poder contractual de las representaciones unitarias 
y sindicales de los trabajadores. Medidas tales como la 
ruptura de la función de gobierno antes reconocida a los 
convenios de ámbito superior, la pérdida del control por 
la propia negociación de los procesos de inaplicación de 
sus contenidos o el cese de la garantía legal de estabili-
dad de sus resultados, para las cuales los agentes sociales 
no habían previsto, ni podían prever, respuesta alguna. Y 
que, sumadas al agravamiento de la crisis económica y 
las diferentes estrategias adoptadas por los agentes so-
ciales ante el nuevo escenario, terminaron por privar de 
toda relevancia al acuerdo interconfederal y por sumir 
a la propia negociación colectiva en una delicada crisis, 
entre cuyas manifestaciones podían contarse la signifi -
cativa reducción del número de convenios negociados y 
de trabajadores por ellos cubiertos y el considerable au-
mento de las situaciones de bloqueo dentro de los pro-
cesos de renovación de los convenios existentes. Unidos, 
por cierto, al incremento de los convenios de empresa 
de nueva creación y a un crecimiento espectacular de las 
inaplicaciones.

En tales condiciones, era de temer que, concluido el 
31 de diciembre de 2014 el período de vigencia del se-
gundo acuerdo interconfederal, la propia saga de los 
pactos para el empleo y la negociación colectiva iniciada 
en 2010 terminase por sucumbir en manos del proceso 
de deterioro del peso de la negociación colectiva y el po-
der contractual de los sindicatos puesto en marcha en 
2012. El hecho de que las confederaciones sindicales y 
empresariales fi rmantes tuviesen en la celebración de un 
instrumento de este tipo una herramienta fundamental 
de legitimación, tanto ante la sociedad como frente a 
sus propios afi liados, unido a la existencia de necesida-
des objetivas de regulación en el espacio interconfede-
ral, que evitasen la situación de incertidumbre en la que 
se debatieron los procesos de negociación colectiva a 
lo largo del período precedente, en el que no se contó 
en la práctica con un instrumento de este tipo, inducía 
a pensar, no obstante, que tarde o temprano un nuevo 
acuerdo terminaría por fi rmarse. Y que lo que en realidad 
estaba en cuestión no era tanto su existencia, en ningún 
caso cuestionada, sino más bien sus contenidos. En con-
creto, si estos tendrían entidad o se quedarían en la mera 
proclamación de objetivos genéricos de escasa virtuali-
dad práctica, dando lugar más bien a un acuerdo débil, 
puramente simbólico o de ocasión.
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Finalmente, el III Acuerdo para el Empleo y la Nego-
ciación Colectiva 2015, 2016 y 2017 fue fi rmado por UGT, 
CC.OO., CEOE y CEPYME, luego de un largo y complejo 
proceso de negociación que llegó a prolongarse a lo largo 
de casi seis meses desde la terminación de la vigencia de 
su predecesor, el 8 de junio de 2015. 

Este acuerdo no se distingue de sus precedentes, ni 
por su objeto, que sigue estando representado por la 
aportación de un conjunto de «criterios y orientaciones 
compartidos» dirigidos a «orientar la negociación de los 
convenios colectivos» durante su vigencia, ni por la téc-
nica utilizada, que continúa basándose en la atribución 
de naturaleza «obligacional» a sus cláusulas, de forma 
que son las organizaciones signatarias quienes asumen el 
compromiso de establecer «los mecanismos y cauces» 
que permitan a las organizaciones a ellos afi liadas «ajus-
tar sus comportamientos para la aplicación de los crite-
rios, orientaciones y recomendaciones» acordados, ni 
tampoco, en fi n, por su duración, que abarca igualmente 
tres años calendarios, seguramente con la intención de 
aportar a los procesos de negociación un marco estable 
durante un lapso razonablemente prolongado.

Su contenido es también amplio y complejo, ya que 
abarca la práctica totalidad de las materias que, dentro 
de una comprensión amplia de su papel, compete regu-
lar a la negociación colectiva. Estas van, así pues, des-
de el tratamiento de las modalidades de contratación, 
la contratación de jóvenes, la formación y cualifi cación 
profesionales, los procesos de reestructuración produc-
tiva, los derechos de información y consulta de los tra-
bajadores y sus representantes, la igualdad de trato y 
oportunidades o la seguridad y salud en el trabajo (Capí-
tulo II, «Impulsar el empleo de calidad y con derechos»), 
pasando por la ordenación de la estructura salarial, los 
criterios para la determinación de los incrementos sala-
riales y la información necesaria para su negociación o la 
previsión social complementaria (Capítulo III, «Criterios 
en materia salarial»), o la clasifi cación profesional y la 
movilidad funcional, la ordenación del tiempo de traba-
jo, la inaplicación de condiciones laborales pactadas en 
convenio colectivo, el teletrabajo, la incapacidad laboral 
y el absentismo (Capítulo IV, «Instrumentos de fl exibili-
dad negociada. Condiciones de trabajo»), hasta arribar 
al tratamiento de la aplicación ultractiva del contenido 
de los convenios colectivos, el desenvolvimiento de los 
procesos de negociación, las comisiones paritarias y los 
sistemas autónomos de solución de confl ictos (Capítulo 
V, «De la negociación colectiva»). Como tal constituye 
un verdadero y completo programa de materias que los 
interlocutores sociales del máximo nivel proponen para 
su recepción a las organizaciones sindicales y empresa-
riales de ámbitos más reducidos a la hora de negociar 

los contenidos de los convenios en sus ámbitos corres-
pondientes. 

Como en ocasiones anteriores, los cuatro capítulos 
de los que se compone la parte dispositiva del acuerdo 
de 2015 vienen precedidos de una Introducción, cuyo 
objetivo central es poner de manifi esto los propósitos 
perseguidos por las partes con su suscripción. Dentro de 
esta destaca, aparte de la ineludible referencia a su obje-
to, el diagnóstico compartido de los agentes sociales so-
bre la situación de la economía española que sirve de so-
porte a las propuestas de regulación que se realizan más 
adelante. Este no se expresa ya en términos dramáticos, 
como sucedió en el caso de su precedente, que inicia-
ba su texto aludiendo al «muy delicado momento» que 
por entonces venía atravesando la economía española 
«debido al intenso deterioro de sus fundamentos», sino 
más bien esperanzadores, aunque a la vez cautelosos. Se 
afi rma, así, que «en 2015 se está consolidando la recu-
peración de la actividad y se anticipa una continuidad en 
2016», aunque «la situación es todavía compleja debido 
a algunos factores que limitan el crecimiento y hacen a 
la economía española más vulnerable ante cualquier epi-
sodio de incertidumbre», entre los que «cabe citar la alta 
tasa de paro, el abultado défi cit público, el elevado nivel 
de endeudamiento, las difi cultades de acceso a la fi nan-
ciación y los altos niveles de desigualdad y la exclusión 
social». Tener en cuenta estas observaciones de partida 
es importante, ya que permite comprender el sentido de 
algunas de las indicaciones posteriores del acuerdo. Y en 
particular las relativas al tratamiento de las mejoras sa-
lariales. 

Igualmente relevante resulta la presencia dentro de 
la introducción de una doble referencia a la confi anza de 
los agentes sociales en la negociación colectiva, no sólo 
como instrumento especialmente apto para regular las 
condiciones laborales facilitando «la capacidad de adap-
tación de las empresas» y promoviendo «modelos que 
permitan mejorar la productividad, crear más riqueza, 
aumentar el empleo y mejorar su calidad y contribuir 
a la cohesión social», sino también como «método de 
trabajo» más apropiado para promover «el buen funcio-
namiento del sistema de relaciones laborales» y «para 
abordar reformas, cambios y adaptaciones en los secto-
res productivos y empresas». Esta es una afi rmación del 
valor de la negociación colectiva como mecanismo de 
regulación y a la vez de gobierno del sistema de relacio-
nes laborales que, aunque no sea extraña a los acuerdos 
precedentes, resulta todo menos baladí luego de todo lo 
ocurrido en los últimos años.

Ahora bien, con ser seguramente muy relevantes, 
estos elementos descriptivos generales son sin duda in-
sufi cientes para llevar a cabo una valoración de la impor-
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tancia del acuerdo desde el punto de vista cualitativo. Y 
en particular para dilucidar si nos encontramos ante un 
acuerdo fuerte y con capacidad real de impacto sobre el 
sistema de negociación colectiva o más bien de un acuer-
do débil, de mínimos o puramente simbólico. Algo, esto 
último, que no tendría por qué extrañar dado el difícil 
contexto, en particular para las organizaciones sindica-
les, dentro del cual fue negociado.

La propia naturaleza del instrumento, cuyo cometi-
do es dar vida a un conjunto sistemático de directrices y 
criterios dirigidos a orientar la negociación colectiva de 
los niveles inferiores, difi culta en gran medida una valo-
ración de este tipo. De un lado porque la aplicación de 
un indispensable principio de conservación de los conte-
nidos de acuerdos anteriores, trabajosamente logrados y 
considerados útiles también para las negociaciones futu-
ras, determina que estos se trasladen sistemáticamente 
de un acuerdo a otro manteniendo el mismo texto o con 
muy escasas variaciones. Pero, del otro, porque los con-
tenidos trasladados, e incluso los introducidos con ca-
rácter original, no necesariamente pueden ser conside-
rados innovadores desde el punto de vista sustancial, ya 
que en muchos casos están inspirados en la convicción 
en torno a la necesidad de dotar al acuerdo de una fun-
ción «pedagógica», dirigida en algunos casos a potenciar 
la aplicación efectiva de los contenidos recogidos previa-
mente por la legislación a través de su recepción en los 
convenios colectivos. Y en otros a llamar la atención de 
los negociadores sobre la necesidad de regular determi-
nados temas o materias, pero sin incluir recomendacio-
nes de verdadero relieve sobre el sentido en que deberán 
hacerlo.

De hecho, esto es lo que ocurre en el caso del III 
AENC. La inmensa mayoría de sus cláusulas proceden en 
realidad, con ligeros ajustes sistemáticos y de redacción, 
del texto de su antecesor, como por otra parte no podía 
dejar de ocurrir. Mientras que estas, a su vez, recogen y 
reproducen en bastantes casos garantías presentes ya 
dentro del ordenamiento. De cumplimiento obligado, 
por tanto.

La mejor manera de ponderar la importancia de dicho 
acuerdo desde el punto de vista cualitativo es, por ello, 
centrando la atención exclusivamente en las novedades 
que este introduce respecto de sus precedentes que re-
presenten algo más que la recepción de previsiones con-
sagradas en otros instrumentos reguladores o una invita-
ción a los negociadores a ocuparse de ciertas cuestiones, 
desprovista de recomendaciones sustanciales de relieve. 
Esto nos conduce a restar importancia desde esta pers-
pectiva, aunque sin duda la tengan desde otras muchas, 
a algunos apartados introducidos en esta ocasión, como 
pueden ser, entre otros, los relativos a la igualdad de tra-

to y oportunidades o la seguridad y salud en el trabajo 
(apartados 6 y 7 del Capítulo II) o la incapacidad tem-
poral y el absentismo (apartados 5 y 6 del Capítulo IV), 
cuyo papel se sitúa en gran medida en el terreno de lo 
pedagógico o del impulso de su regulación.

En realidad, apreciado el texto del III AENC desde un 
prisma cualitativo, las novedades que este introduce res-
pecto de sus precedentes son exclusivamente tres. Una 
de orden sistemático, otra de orientación y otra de con-
tenido. Todas, en cualquier caso, vinculadas con materias 
de carácter nuclear. Y portadoras además de rectifi cacio-
nes de importancia respecto del tratamiento normativo 
que las mismas han venido mereciendo en la última eta-
pa, conforme se podrá apreciar a continuación.

La primera de ellas, como se ha dicho, no es de con-
tenido sino exclusivamente sistemática o de prioridades. 
Aunque no por ello irrelevante. Esta radica en la decisión 
de los suscriptores del acuerdo de «centrar el objetivo 
prioritario de la negociación colectiva» durante su vigen-
cia «en el mantenimiento y la recuperación del empleo 
de calidad», pasando a ubicar sus recomendaciones so-
bre la materia inmediatamente después de su parte in-
troductoria. El valor simbólico de esta decisión, que sitúa 
en primera línea de preferencia para su inclusión en los 
convenios colectivos medidas tales como la promoción 
de la contratación indefi nida, la transformación de con-
tratos temporales en fi jos, el fomento del uso adecuado 
de las modalidades de contratación, la limitación del en-
cadenamiento injustifi cado de los contratos temporales 
o la regulación del período de prueba de acuerdo con su 
fi nalidad, resulta evidente. Máxime cuando se produce 
en un contexto en el que, al menos en parte como re-
sultado de la aplicación de decisiones gubernamentales 
diversas dirigidas facilitar la contratación temporal no 
causal y abaratar las extinciones contractuales, la abru-
madora mayoría de los empleos que se vienen creando 
son, precisamente, temporales. Lo pactado expresa, 
de este modo, no solo una antigua aspiración sindical, 
sino el consenso de las organizaciones empresariales del 
máximo nivel sobre la conveniencia de poner límites al 
repunte del proceso de precarización del empleo que 
viene produciéndose en la última etapa. O al menos eso 
es lo que se deduce de su contenido. Como tal abre la 
posibilidad de una «reapropiación» de la garantía de la 
estabilidad en el empleo por la autonomía colectiva, que 
puede actuar como «contrapeso» de la ausencia de me-
didas efi caces procedentes de la actividad del legislador.

La segunda novedad se vincula con la distinta orien-
tación que se ha decidido dar a los criterios de determi-
nación de los incrementos salariales, regulados a conti-
nuación por el capítulo tercero, en la medida en que estos 
apuestan ahora por favorecer una mejora del poder ad-
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quisitivo de los salarios en vez de insistir en su devalua-
ción. El cambio de rumbo, desde una política dirigida a 
promover una mejora de la competitividad internacional 
de las empresas españolas que les permita incrementar 
sus exportaciones por la vía de la minoración del peso 
de las retribuciones, presente en el acuerdo anterior, ha-
cia otra que ve en el crecimiento de «la demanda inter-
na liderada por el consumo de las familias» uno de los 
«principales baluartes de la recuperación económica», 
se manifi esta a través de la inclusión de bandas salariales 
de valor positivo incluso en un escenario de crecimiento 
negativo de la infl ación como el actual. Estas se elevan 
«hasta el 1 %» para 2015 y «hasta el 1.5 %» para 2016, 
previéndose que el incremento a aplicar para 2017 será 
concretado por las organizaciones fi rmantes tomando 
como referencia la evolución del PIB del año anterior y el 
cuadro macroeconómico para ese año dentro de los tres 
meses siguientes a la publicación de este último. 

Que la voluntad de las partes es en este caso la de 
promover una mejora de los salarios se confi rma por la 
expresa indicación realizada a continuación de que los 
convenios negociados siguiendo las directrices previstas 
para los años 2015 y 2016 deberán tener en cuenta que 
la suma de los salarios de los mismos deberá ser «mayor 
a la suma de las infl aciones de ambos años». Lo que no 
obsta para que se advierta que la fi jación de las retribu-
ciones por los negociadores de los convenios colectivos, 
partiendo de estas directrices, deberá tener en cuenta 
las circunstancias de su ámbito y en particular los límites 
derivados del incremento de la productividad y la nece-
sidad de que los sectores y empresas abiertos a la com-
petencia exterior mantengan su posición frente a sus 
competidores. Y también que los convenios de empresa 
podrán tener en cuenta otros elementos para introducir 
incrementos adicionales, los cuales deberán destinarse 
preferentemente a retribuciones variables. La vocación 
de enmendar el rumbo a las políticas gubernamentales 
que por vías diversas han buscado abrir el camino a la 
devaluación salarial como vía privilegiada para la promo-
ción del crecimiento y la mejora del empleo resulta aquí 
también patente.

La tercera novedad de importancia desde el punto de 
vista cualitativo introducida es, según se ha apuntado, 
una de contenido. Los cambios impuestos por la reforma 
de 2012 en la regulación de la vigencia de los convenios, 
que supusieron el fi n de su aplicación ultractiva indefi ni-
da a falta de acuerdo en sentido contrario, han conducido 
a las organizaciones fi rmantes a introducir una novedosa 
serie de recomendaciones dirigidas a los sujetos nego-
ciadores de los convenios, animadas todas por el doble 
propósito de «preservar la vigencia» de los mismos y 
«reducir al máximo los bloqueos» en su negociación, 

las cuales se incluyen en un capítulo específi co, el quin-
to, dedicado a la negociación colectiva. Se opta en este 
caso por proponer a los mismos un esquema gradualista 
de enfrentamiento del problema, basado en el empleo 
alternativo de dos instrumentos, de mayor y menor in-
tensidad. El primero está representado por el acuerdo de 
partes en torno a los términos en los que tendrá lugar 
el mantenimiento con carácter temporal de la aplicación 
del convenio vencido, pero adoptado no ya como parte 
de sus condiciones originales, como es habitual, sino en 
el marco del proceso de negociación de su renovación. 
Con posibilidad, naturalmente, de acudir a los sistemas 
de solución autónoma de confl ictos para solventar las 
situaciones de bloqueo de las negociaciones que pudie-
ran producirse. El segundo, que todo parece indicar que 
operaría en defecto del anterior, está constituido por 
la formalización de «acuerdos parciales sobre materias 
concretas» de vigencia temporal, dirigidos seguramente 
a salvar de manera provisional y en lo que a las materias 
no controvertidas se refi ere, el vacío de cobertura que se 
produciría al terminar la vigencia ultractiva del convenio 
sin un acuerdo global. Con la indicación expresa, en este 
caso, de que los mismos deben formalizarse por escrito 
y llevarse «a registro ante la Autoridad Laboral para su 
publicación». En los dos casos se trata, qué duda cabe, de 
soluciones imaginativas y prácticas, que apuntan a supe-
rar desde la autonomía colectiva los problemas creados 
por el repliegue del legislador en el tratamiento de una 
materia tan delicada como es la relativa a la vigencia de 
los convenios colectivos.

Lo hasta aquí apuntado no supone, naturalmente, 
que la regulación de las materias recién apuntadas ca-
rezca de fl ancos abiertos a la crítica. Así, para empezar, 
las recomendaciones dirigidas a «impulsar el empleo de 
calidad y con derechos» contenidas en el capítulo segun-
do son en su práctica totalidad idénticas a las presen-
tes en acuerdos anteriores, por lo que su conservación 
es expresión de una poco disimulada falta de interés de 
los negociadores de los niveles inferiores por incluirlas 
en los convenios colectivos. Frente a ello, sin embargo, el 
acuerdo no recoge instrumento o línea de actuación adi-
cional alguna capaz de reforzar los objetivos vinculados 
con la promoción de la calidad del empleo. Es más, en 
algunos casos las medidas incorporadas parecen apun-
tar en dirección contraria. Como ocurre, señaladamente, 
con la referencia a la posible ampliación por convenio 
colectivo de la duración máxima legal del contrato para 
obra o servicio determinado o de los porcentajes máxi-
mos de horas complementarias que pueden realizarse 
en los contratos indefi nidos a tiempo parcial, que puede 
llegar hasta el 60% de las horas ordinarias contratadas. 
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Las bandas de aumento salarial previstas por el capítu-
lo tercero, por su parte, no suponen en realidad inversión 
alguna de tendencia, sino más bien la recepción de orien-
taciones presentes ya en la dinámica actual de la negocia-
ción colectiva, que viene oscilando en torno a porcentajes 
muy próximos, aunque inferiores, pudiendo ser interpre-
tadas incluso, cosa que no comparte quien esto escribe, 
como promotoras de una limitación de los incrementos 
salariales a conceder en los convenios. Finalmente, las so-
luciones propuestas para hacer frente a los vacíos de regu-
lación que pueda ocasionar el fi n de la vigencia ultractiva 
de los convenios colectivos navegan a contracorriente de 
las prácticas negociales habituales, en el primer caso, y de 
la función transicional y el valor obligacional reconocidos 
por la jurisprudencia a los acuerdos parciales, tratándose 
de la segunda. Pero, sobre todo, tienen la defi ciencia de 
no permitir un cierre anticipado y defi nitivo del problema, 
al hacer depender su solución de un acuerdo posterior de 
alcance temporal entre las partes enfrentadas por lo que 
a la renovación del convenio colectivo se refi ere. Quizá 
otras opciones técnicas, como la aprobación en frío de un 
arbitraje de concluir sin acuerdo el período de vigencia ul-
tractiva, hubieran podido ser recomendadas con la misma 
viabilidad jurídica y mayor efectividad práctica.

Con ser todo lo anterior cierto, no parece que pueda 
ocultarse a los ojos de cualquier observador atento de 
estos procesos que la propia consecución de un acuer-
do de estas características en un contexto como el ac-
tual, caracterizado por el deliberado debilitamiento de 
la capacidad reguladora de la negociación colectiva y 

el poder contractual de las organizaciones sindicales, 
habiendo conseguido además poner sobre el tapete los 
temas centrales que han sido destacados y apuntar vías 
para su afrontamiento desde la autonomía colectiva, 
por más que las soluciones apuntadas sean mejorables, 
constituye un valor en sí mismo. Su existencia permite, 
por lo demás, preservar la capacidad de interlocución de 
dichas organizaciones en el nivel confederal y recupe-
rar papel de la autonomía colectiva como instrumento 
de gobierno del entero sistema de relaciones laborales. 
Asimismo, constituye la mejor demostración de que, a 
pesar de todo, los interlocutores se necesitan recíproca-
mente. Los sindicatos a las organizaciones empresariales 
y estas a los sindicatos. Y de que existen dentro de los 
procesos de negociación colectiva necesidades de regu-
lación que solamente pueden ser afrontadas de forma 
satisfactoria al máximo nivel, a través de un pacto de es-
tas características. Unas necesidades, estas últimas, que 
no disminuyen sino que se ven incrementadas conforme 
el legislador opta por abandonar tradicional y deseable 
función de sostenimiento de los procesos de negociación 
colectiva que ha venido desempeñando hasta hace no 
mucho tiempo. Y que permiten augurar que, con arreglo 
a un esquema u otro, con unos contenidos u otros, los 
acuerdos de este tipo seguirán constituyendo, al lado de 
los procesos de concertación social en sentido estricto, 
uno de los elementos más característicos de la dinámica 
de nuestras relaciones laborales.

WILFREDO SANGUINETI RAYMOND 
Subdirector
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